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ACCIÓN DE TUTELA -SEGUNDA INSTANCIA 

 
 
Decide el Despacho la impugnación formulada por la parte accionante contra la 

sentencia de fecha 17 de octubre de 2023, proferida en el Juzgado Dieciséis (16) de 

Pequeñas Causas y Competencia Múltiple de Bogotá D.C., mediante la cual negó el 

amparo solicitado. 

 

ANTECEDENTES 

 

La accionante, obrando en nombre propio, a la institución prevista en el artículo 86 

de la Constitución Política, con la finalidad de obtener protección de sus derechos 

fundamentales al debido proceso y petición. 

 

Relata que a su nombre obra comparendo No. 202361203828712, por ser la 

propietaria del rodante de placas No. IVU694, desconociendo la normatividad vigente, 

en la cual se debe identificar plenamente a la persona a quien se le debe imponer la 

orden de comparendo.  

 

Indica que la entidad accionada no efectuó la eficaz y oportuna notificacion dentro de 

los términos establecidos por la Ley, por lo que considera se le están vulnerando los 

derechos invocados. 

 

FALLO DEL JUZGADO 

 

El Juzgado de primera instancia, dictó sentencia, denegando la solicitud tutelar el 17 

de octubre del año que avanza, argumentando, en síntesis, luego de hacer un análisis 

respecto de la acción de tutela y el Derecho de petición, la acción de tutela no resulta 

procedente, al considerar que no se cumplió con el requisito de subsidiariedad, ya 

que la accionante cuenta con otros medios de defensa judicial. 
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LA IMPUGNACIÓN 

 

Dentro de la oportunidad legal, el extremo accionante formuló impugnación contra la 

decisión del a quo, señalando que la actuación de la accionada vulnera sus derechos 

al debido proceso y petición, ya que insiste en que no hubo una contestación de fondo 

a su petición, relacionada con la prescripción de los comparendos. 

 

CONSIDERACIONES 

 

El Juzgado ostenta competencia para conocer y decidir la presente impugnación de 

conformidad con las previsiones, no sólo del Artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, 

reglamentario del ejercicio de la acción de tutela, sino del Artículo 2.2.3.1.2.1, del 

Decreto 1069 de 2015, Único Reglamentario del sector Justicia y del Derecho, 

modificado por el Artículo 1° del Decreto 333 del 2021, por medio del cual se 

establecieron reglas de reparto para las acciones de tutela. 

 

En la Constitución Nacional, la acción de tutela se constituyó como un mecanismo de 

defensa judicial que permite la protección inmediata de los derechos fundamentales 

de una persona, cuando la acción u omisión de cualquier autoridad pública o incluso 

de los particulares, vulnera o amenaza tales derechos constitucionales, este 

mecanismo privilegiado de protección, es, sin embargo, residual y subsidiario. 

 
En armonía con el Artículo 6° del Decreto 2591 de 1991, sólo procede la acción de 

tutela cuando (i) el afectado no dispone de otro medio de defensa judicial en el 

ordenamiento, caso en el cual la tutela entra a salvaguardar de manera inmediata los 

derechos fundamentales invocados, (ii) cuando existiendo otro medio de defensa 

judicial, éste no resulta idóneo para el amparo de los derechos vulnerados o 

amenazados, o (iii) cuando existiendo el medio idóneo alternativo de defensa judicial, 

la acción de tutela procede como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio 

irremediable a los derechos fundamentales. 

 
   En atención a que el objeto de la presente acción versa sobre la protección del         

derecho fundamental de petición, resulta necesario realizar las siguientes   

precisiones. 

 
El derecho fundamental de petición se encuentra consagrado en el Artículo 23 de la 

Constitución Política y puede definirse como aquel derecho de que gozan las personas 

para presentar solicitudes respetuosas ante las autoridades, y en algunos eventos 
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frente a particulares, con el fin de obtener de éstos una respuesta oportuna y de 

fondo. 

 

La Corte Constitucional, ha indicado que este derecho no se limita únicamente a la 

posibilidad de manifestar una inquietud ante la administración y recibir de ella una 

información, sino que conlleva también que dicha respuesta sea oportuna, clara y de 

fondo, en relación con la solicitud formulada; y además que le sea puesta en 

conocimiento al peticionario. 

 
En este sentido, la Corte Constitucional en Sentencia T-352-21 indicó que: 

 
 

 “(…) El derecho de petición es una garantía ius fundamental, consagrada en el 
artículo 23 de la Constitución. De conformidad con él, ‘[t]oda persona tiene derecho 
a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general 
o particular y a obtener pronta resolución. El legislador podrá reglamentar su ejercicio 
ante organizaciones privadas para garantizar los derechos fundamentales’. A partir 
de lo anterior, esta Corporación lo ha definido como la facultad que tiene todo ser 
humano en el territorio colombiano para formular solicitudes, escritas o verbales, de 
modo respetuoso a las autoridades públicas o, excepcionalmente, a los particulares 
y, al mismo tiempo, esperar de ellas respuesta congruente con lo pedido. (…)” 

 
 

En lo que tiene que ver con las características de la respuesta para que con ella se 

tenga concomitantemente satisfecho el derecho de petición, se dijo en la misma 

decisión: 

 
“(…) 18. En todo caso, conforme lo señaló la Sala Plena de esta Corporación en la Sentencia C-
007 de 2017, la respuesta debe cumplir en forma concomitante con las siguientes 
características para considerar satisfecho el derecho de petición:  
 

(i) Prontitud: se traduce en la obligación de la persona a quien se dirige la 
comunicación de darle contestación en el menor tiempo posible, sin que 
exceda los términos fijados por la Ley 1755 de 2015. En aras de fortalecer 
esta garantía, el Legislador previó que la ausencia de respuesta puede dar 
lugar a “falta para el servidor público y (…) a las sanciones correspondientes 
de acuerdo con el régimen disciplinario.” 

 

(ii) Resolver de fondo la solicitud: implica que es necesario que sea clara, 
es decir, inteligible y de fácil comprensión ciudadana; precisa de modo que 
atienda lo solicitado y excluya información impertinente, para evitar 
respuestas evasivas o elusivas; congruente, o que se encuentre conforme 
a lo solicitado de modo que lo atienda en su totalidad; y consecuente con 
el trámite que la origina, cuando se enmarca en un proceso administrativo 
o una actuación en curso, caso en cual no puede concebirse como una 
petición aislada. 

 
(iii)   Notificación. No basta con la emisión de la respuesta, sino que la misma 

debe ser puesta en conocimiento del interesado y, ante el juez de tutela. 
Ello debe ser acreditado. 

 



            PROCESO No.: 11001 41 89 016 2023 - 01721-01 
ACCION DE TUTELA DE SEGUNDA INSTANCIA 

Página 4 de 6 
 

Además, esta Corporación ha destacado que la satisfacción del derecho de 
petición no depende, en ninguna circunstancia, de la respuesta favorable a lo 
solicitado. De modo tal que se considera que hay contestación, incluso si se 
presenta en sentido negativo y se explican los motivos que conducen a ello. Así 
las cosas, se ha diferenciado el derecho de petición del “derecho a lo pedido”, 
que se emplea con el fin de destacar que “el ámbito de protección constitucional 
de la petición se circunscribe al derecho a la solicitud y a tener una contestación 
para la misma, [y] en ningún caso implica otorgar la materia de la solicitud como 
tal.” 

 
19. La notificación del peticionario implica la obligación de las autoridades y de los 
particulares de poner en conocimiento del interesado la resolución de fondo de su 
solicitud. En efecto, si el peticionario no tiene acceso a la respuesta, puede considerarse 
que nunca se hizo efectivo el derecho, pues existe la obligación de informar de manera 
cierta al interesado sobre la decisión, para que éste pueda ejercer, si así lo considera, los 
recursos que la ley prevé en algunos casos o, en su defecto, demandarla ante la 
jurisdicción competente. En ese sentido, esta Corte en la Sentencia C-951 de 2014 
indicó que: 

“el ciudadano debe conocer la decisión proferida por las autoridades para ver protegido 
efectivamente su derecho de petición, porque ese conocimiento, dado el caso, es 
presupuesto para impugnar la respuesta correspondiente. La notificación es la vía 
adecuada para que la persona conozca la resolución de las autoridades, acto que debe 
sujetarse a lo normado en el capítulo de notificaciones de la Ley 1437 de 2011. 

 

20. En suma, el ejercicio efectivo del derecho de petición permite que las personas 
puedan reclamar la concreción de otras prerrogativas de carácter constitucional. Por este 
motivo, se trata de un mecanismo de participación a través del cual las personas pueden 
solicitar el cumplimiento de ciertas obligaciones o el acceso a determinada información a 
las autoridades y a los particulares (en los casos que lo establezca la ley). En ese orden 
de ideas, el núcleo esencial de este derecho está compuesto por la posibilidad de 
presentar las solicitudes, recibir la respuesta clara y de fondo y, por último, obtener la 
oportuna resolución de la petición y su respectiva notificación. (…)” 

 
 
Revisada la providencia objeto de reproche y el escrito de impugnación, observa el 

Juzgado que la decisión del Juzgado de Primera Instancia habrá de mantenerse, por 

cuanto se encuentra acreditado en el plenario que la solicitud de la accionante fue 

atendida con la respuesta dada el 6 de octubre del año en curso, y por tanto su 

derecho de petición no fue lesionado. 

 

Es de anotar que, en dicha respuesta emitida por la secretaria de Tránsito, a la 

accionante, cuyo contenido, tal como lo expresó el Juzgado de Primera Instancia, 

resuelve cada uno de los interrogantes; informándole la normatividad respecto de no 

ser el conductor del vehículo de placas IVU 694, aclarando que, la sentencia de 

Constitucionalidad no invalidó el mecanismo de foto detección como herramienta para 

la detección de infracciones de tránsito, ni modificó el procedimiento contravencional 

previsto en el Código Nacional de Tránsito. 

 

Por tanto, es claro que la petición del accionante fue atendida; valga indicar que tal 

como la ha indicado la Corte Constitucional, desde el año 1993 en sentencia de tutela 
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T-242 para que se tenga por atendido el derecho de petición no se requiere que la 

respuesta sea favorable a las pretensiones del accionante, criterio que reiteró 

en sentencia T-00146 de 2012 cuando indicó: 

 
Sin embargo, se debe aclarar que, el derecho de petición no implica una prerrogativa 
en virtud de la cual, el agente que recibe la petición se vea obligado a definir 
favorablemente las pretensiones del solicitante, razón por la cual no se debe entender 
conculcado este derecho cuando la autoridad responde oportunamente al peticionario, 
aunque la respuesta sea negativa. Esto quiere decir que la resolución a la petición, 
“(…) producida y comunicada dentro de los términos que la ley señala, representa la 
satisfacción del derecho de petición, de tal manera que, si la autoridad ha dejado 
transcurrir los términos contemplados en la ley sin dar respuesta al peticionario, es 
forzoso concluir que vulneró el derecho pues la respuesta tardía, al igual que la falta 
de respuesta, quebranta, en perjuicio del administrado, el mandato constitucional.” 

 
 

Por otra parte, es importante precisar que el proceso contravencional  es aquel que 

se adelanta con la ocasión de la imposición de una orden de comparendo, en el cual 

el presunto infractor podrá realizar la impugnación de comparendos impuestos, 

dentro del plazo establecido conforme lo dispuso el artículo 136 del Código Nacional 

de Transitó que establece,  “Si la persona que se ve involucrada rechaza la infracción, 

deberá comparecer ante el funcionario (agente de tránsito que impuso el comparendo) en 

audiencia pública para que se presenten las pruebas conducentes que le sean solicitadas y las 

de oficio que considere útiles”. 

 
Es decir que al momento en qué se notifican los comparendos el infractor podrá 

asumir el pago del comparendo, acogiéndose a las rebajas que ofrece la Secretaría 

de Movilidad, actitud esta que acepta la omisión de la infracción y por lo que realiza 

el pago; o por el contrario podrá impugnar el comparendo y en audiencia allegar las 

pruebas concretas que informen que el comparendo es injustificado según el caso. 

 
Conforme lo anterior, es claro cómo se indicó, que la presente acción resulta 

improcedente toda vez que el accionante cuenta con los mecanismos de defensa 

contemplados en el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, en particular el medio de control de nulidad y restablecimiento del 

derecho; o bien, hacerse parte y proponer los medios de defensa que resulten 

procedentes en la actuación contravencional que en su contra adelanta la accionada. 

 

En cualquier evento, no puede pretender el impugnante, a través de este medio de 

defensa de los derechos fundamentales, pretermitir ritos y formalidades propias de 

los procedimientos judiciales y administrativos, y tampoco obviar las formalidades y 

términos de los mismos. 
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Por lo expuesto, se itera, no puede ahora pretender a través de este medio 

excepcional de defensa de los derechos fundamentales, crear una instancia adicional 

o un procedimiento paralelo a los legalmente establecidos. 

 

De otro lado no se acreditó tampoco la existencia de un perjuicio irremediable, lo cual 

debe ser debidamente probado por quien lo alega, demostrando claramente las 

circunstancias que evidencien la urgencia y la gravedad del perjuicio que permitan 

determinar que la acción de tutela es impostergable y a pesar de existir otro medio 

de defensa judicial procede como mecanismo transitorio. 

 

Así las cosas, sin necesidad de efectuar más consideraciones, y por lo señalado en 

precedencia, se colige que hay lugar a ratificar la determinación adoptada por el 

fallador de primer grado. 

 

En mérito de lo expuesto el JUZGADO TREINTA Y OCHO CIVIL DEL CIRCUITO 

DE BOGOTÁ D.C., administrando justicia en nombre de la República de Colombia y 

por autoridad de la ley, 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia del 17 de octubre de 2023, proferida en el 

Juzgado Dieciséis (16) de Pequeñas Causas y Competencia Múltiple de Bogotá, D.C., 

por lo expuesto en la parte considerativa de esta decisión. 

 

SEGUNDO: NOTIFÍQUESE a las partes conforme lo dispone el Artículo 30 del 

Decreto 2591 de 1991. 

 

TERCERO: REMITIR sin tardanza esta actuación a la Corte Constitucional para su 

eventual revisión, conforme lo dispuesto por el Artículo 32 del precitado decreto. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 
Firmado electrónicamente 

CONSTANZA ALICIA PIÑEROS VARGAS 
JUEZ 
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